
 

 

 

 

 

                                                    
 

Bogotá, julio de 2020 

 

Señores 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Att. Dr. Mayfren Padilla Téllez 

E. S. D. 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO.  

REFERENCIA:   110013334006-2019-00256-00. 

DEMANDANTE:   VICTOR HUGO VARGAS ESTUPIÑAN. 

DEMANDADO: ALCALDIA MAYOR DE BOGOTÁ – 

SECRETARIA DISTRITAL DEL HÁBITAT. 

 

CONTESTACIÓN DEL MEDIO DE CONTROL 

 

JUAN SEBASTIÁN PARRA RAFFÁN, identificado con cédula de ciudadanía                 

n.° 1.026.287.609 de Bogotá, portador de la tarjeta profesional de abogado n.° 289.261 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderado especial de 

la SECRETARÍA DISTRITAL DEL HÁBITAT, con fundamento en el poder que para 

tal efecto se adjunta; encontrándome dentro la oportunidad legal, me permito contestar el 

medio de control de la referencia, que pretende declarar la nulidad de las Resoluciones  

2668 del 17 de noviembre de 2017; 645 del 27 de junio de 2018 y 280 del 20 de febrero de 

2019, por medio de las cuales cursó un procedimiento administrativo en contra de la parte 

demandante por la presentación extemporánea de los estados financieros con corte al 31 de 

diciembre de 2014; solicitando que se desestimen las pretensiones formuladas por el 

demandante con fundamento en las consideraciones jurídicas y de hecho que se exponen a 

continuación: 

I. La Secretaría Distrital del Hábitat y el deber de representar al Distrito Capital — 

Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., en el presente asunto 

 

De acuerdo con lo previsto en el Decreto Distrital 212 de 2018, el Alcalde Mayor delegó: 

"[...] en los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos Administrativos y 

Gerente de la Unidad Administrativa Especial sin personería jurídica, la representación 

legal en lo judicial y extrajudicial de Bogotá, Distrito Capital, en relación con sus 

respectivas entidades, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, 

acuerdos distritales y/o actuaciones judiciales o administrativas, que se adelanten con 

ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o 

incurran, que se relacionen con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su 

objeto[…]”(subraya fuera de texto). Con fundamento en las funciones inherentes a la 

Secretaría Distrital del Hábitat, es ésta la entidad responsable de contestar la demanda de la 

referencia en nombre y representación del Distrito Capital. 
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II. A Las pretensiones 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones formuladas por el demandante por 

carecer de causa y sustento jurídico. Como se verá más adelante y se demostrará durante el 

curso del proceso, pues los actos administrativos demandados fueron expedidos conforme a 

la ley y la Constitución; por lo tanto, no se configuran ninguna de las causales que dan 

origen a la presentación de la demanda.  

III.  A los hechos formulados por el demandante 

 

A continuación, me permito hacer referencia a los fundamentos de hecho del medio de 

control incoado, según se anota en la demanda que respondo, a fin de demostrar la 

invalidez de estos. En consecuencia, solicitar a su Despacho que, mediante sentencia 

desestime completamente las pretensiones formuladas por el demandante por carecer de 

fundamentos de hecho y de derecho.  

1. Al hecho primero: Es cierto.  

2. Al hecho segundo. Es cierto, en los estrictos términos del auto en mención, que para tal 

efecto se adjunta en la contestación de la demanda. 

3. Al hecho tercero: Es cierto. 

4. Al hecho cuarto: No me consta, que se pruebe.  

5. Al hecho quinto: Es cierto, en el sentido que fue esa dirección la que aportó el señor 

Víctor Hugo Vargas Estupiñan cuando radicó los documentos para la solicitud del 

registro de enajenador. 

6. Al hecho sexto: Es cierto, en el sentido que en la guía 7022266920, se evidencia que el 

oficio no fue entregado por dirección errada. 

7. Al hecho séptimo: No es cierto. La calidad de enajenador de vivienda no se adquiere con 

el auto de apertura de la investigación administrativa. 

8. Al hecho octavo: Es parcialmente cierto, en el sentido que, mediante el radicado n.° 2-

2018-15076, enviado mediante guía n.° YG188738618CO, se notificó el aviso de 

notificación de la Resolución 2668 del 17 de noviembre de 2017, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 69 de la Ley 1437 de 2011.  

Respecto al contenido del resuelve de la resolución en mención, es cierto en los términos 

del acto administrativo que para tal efecto se adjunta en la contestación de la demanda. 

9. Al hecho noveno: Es cierto lo referente a la interposición del recurso. 

     Respecto a los argumentos contenidos en el recurso, son ciertos en los términos del 

oficio con radicado n.° 1-2018-16170, mediante el cual el apoderado del señor Víctor 

Hugo presentó recurso de reposición y en subsidio el de apelación.   

10. Al hecho décimo: Es cierto, en los estrictos términos de la Resolución 645 del 27 de 

junio de 2018, que para tal efecto se adjunta en la contestación de la demanda. 

11. Al hecho décimo primero: No es cierto, el día 15 de marzo del 2019, mediante guía 

de envío n.º YG221686647CO, tras la no comparecencia en el trámite de la citación para 

la notificación personal de la resolución que resolvió el recurso de apelación, se notificó 

el radicado n.º 2-2019-12723, contentivo del aviso de notificación. 
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Respecto al contenido del acto administrativo, es cierto en los términos de la Resolución 

280 del 20 de febrero de 2019, que para tal efecto se adjunta en la contestación de la 

demanda. 

12. Al hecho décimo segundo: Es cierto, en el sentido que en la constancia de ejecutoria 

expedida por el Subdirector de Investigaciones y Control de Vivienda de la Secretaría 

Distrital del Hábitat, se expresa lo mencionado por el demandante. 

13. Al hecho décimo tercero: Es cierto. 

IV. Excepción innominada 

 

Ruego al Señor Juez dar aplicación a lo dispuesto en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de Contencioso Administrativo, que en su artículo 187 establece: 

“[...] En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquier 

otra que el fallador encuentre probada. [...] ”. 

V. Fundamentos de la defensa 

1. A las pretensiones. 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones formuladas por la parte demandante por 

carecer de causa y sustento jurídico. Tal y como se verá más adelante y se demostrará 

durante el curso del proceso, los actos administrativos atacados fueron expedidos conforme 

a la Ley; por lo tanto, no se configura ninguna de las causales que dan origen a la presente 

acción. Asimismo, no se presenta vulneración alguna a los derechos de la demandante que 

requieran ser objeto de restablecimiento. 

2. Competencias y facultades de inspección, vigilancia y control de vivienda de la 

Secretaría Distrital del Hábitat 

 

La facultad sancionatoria del Estado se deriva de la potestad de intervención que éste tiene 

sobre ciertas actividades económicas, que por su trascendencia social requieren de una 

mayor tutela y vigilancia administrativa. Sobre esta base, le corresponde al legislador 

dentro de su libertad de configuración normativa, establecer el régimen aplicable para el 

ejercicio de la actividad controlada y, así mismo, definir o tipificar las conductas que se 

consideran infracciones a tal régimen y sus respectivas sanciones.  

 

En materia de inspección, vigilancia y control a la actividad de enajenación de inmuebles 

destinados a vivienda, el legislador, a través de la Ley 66 de 1968, modificada por los 

Decretos Leyes 2610 de 1979 y 78 de 1987, entre otros, estableció un sistema de 

intervención que permite cumplir dichas competencias con el fin de garantizar la 

efectividad del derecho a una vivienda digna, el cual es de rango constitucional. 
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Mediante el Decreto Ley 78 de 1987, le fueron asignadas al Distrito Capital y a todos los 

municipios del país beneficiarios de la cesión del impuesto al valor agregado - IVA, las 

funciones de intervención ejercidas hasta ese momento por la Superintendencia Bancaria, 

relacionadas con el otorgamiento de permisos para el desarrollo de actividades de 

enajenación de inmuebles destinados a vivienda y con el otorgamiento de permisos para el 

desarrollo de los planes y programas de vivienda realizados por el sistema de 

autoconstrucción y de las actividades de enajenación de las soluciones de vivienda 

resultantes de los mismos, en los términos de la Ley 66 de 1968, el Decreto Ley 2610 de 

1979 y sus disposiciones reglamentarias. 

 

La Constitución Política de 1991 en el capítulo III sobre “Régimen Municipal”, en su 

artículo 311 destaca que a los municipios les corresponde prestar los servicios públicos, 

construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, 

promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y 

cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes. Por su parte el 

artículo 313 enuncia las funciones que corresponden a los concejos, determinando en el 

numeral 7 “Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y 

controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles 

destinados a vivienda”.  

 

En este sentido, el artículo 3° del Decreto Ley 2610 de 1979 "Por el cual se reforma la Ley 

66 de 1968" dispone: 

 

"[...] ARTICULO 3o. El artículo 3o, de la Ley 66 de 1968 quedara así: 

 

Para desarrollar cualquiera de las actividades de que trata el Artículo lo. de este 

Decreto. Los interesados deberán registrarse ante el Superintendente Bancario. El 

registro anterior se hará por una sola vez y se entenderá vigente hasta que el 

interesado solicite su cancelación o el Superintendente Bancario estime pertinente la 

procedencia de la cancelación por incumplir el vigilado las obligaciones derivadas de 

este Decreto. 

 

Para obtener el registro de que trata el presente Artículo, el interesado deberá 

presentar ante el Superintendente Bancario la respectiva solicitud a la cual 

acompañará una declaración jurada donde conste su nombre y apellidos completos, 

nacionalidad, domicilio y dirección precisa Las personas jurídicas acompañarán 

además las pruebas correspondientes de su existencia y representación. Cualquier 

cambio en los datos presentados para obtener el registro deberá ser comunicado 

dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes, a la Superintendencia Bancaria so 

pena de multa de dos mil pesos (S2.000.00) M/Cte., a cinco mil pesos (15.000.00) 

M/Cte., que impondrá el Superintendente Bancario a favor del Tesoro Nacional. 

 

Para obtener la cancelación del registro, el interesado deberá elevar ante la 

Superintendencia Bancaria la respectiva solicitud acompañando a ella declaración 

jurada en la que indique el hecho de no estar adelantando ninguna actividad de 

aquellas a que se refiere el Artículo 2o. de este Decreto. 

 

PARÁGRAFO 1°: Todo aquel que haya solicitado y obtenido su registro ante la 

Superintendencia Bancaria está en la obligación de remitir en las fechas que señale el 
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Superintendente Bancario el balance cortado a diciembre 31 del año anterior, en los 

formularios oficiales que para el efecto suministre la Superintendencia Bancaria. La 

no presentación oportuna del balance será sancionada por el Superintendente 

Bancario con multas de mil pesos ($1.000.00) M/CTE. por cada día de retardo a 

favor del Tesoro Nacional […]”. 

 

El Decreto Distrital 121 de 2008, modificado por el Decreto Distrital 535 de 2016, en lo 

relativo a la estructura orgánica de la Secretaria Distrital del Hábitat, establece: 

 

“[…]  

5. Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda 

5.1 Subdirección Prevención y Seguimiento. 

5.2 Subdirección de Investigaciones y Control de Vivienda […]”. 

Conforme al artículo 21 del Decreto 121 de 2008 la Subdirección de Prevención y 

Seguimiento ejerce las siguientes funciones: 

“[…] e. Remitir a la Dirección de Investigaciones y Control de Vivienda los informes, 

antecedentes y pruebas recaudadas en desarrollo de su gestión de prevención, cuando 

haya encontrado indicios de violación a las normas legales en materia de enajenación 

y arrendamiento de vivienda. 

 

f. Otorgar y llevar el registro de las personas naturales o jurídicas que se dediquen a 

las actividades de enajenación de vivienda; así mismo, otorgar la matrícula y llevar 

un registro sistematizado de las personas dedicadas a la actividad de arrendamiento 

de vivienda o ejerzan la intermediación comercial de esta actividad. 

[…]  

 

n. Verificar el cumplimiento de las obligaciones de las personas naturales y jurídicas, 

relacionadas con la presentación de los estados financieros en los términos del 

Decreto Ley 2610 de 1979 […]”. 

 

La Subdirección de Investigaciones y Control de Vivienda ejerce las siguientes funciones, 

que se encuentran establecidas en el artículo 22 del Decreto Distrital 121 de 2008: 

 

"[…] a. Adelantar las investigaciones y demás actuaciones administrativas 

pertinentes cuando existan indicios de incumplimiento a las normas vigentes por parte 

de las personas naturales y jurídicas que realicen las actividades de enajenación o 

arrendamiento de vivienda. 

 

b. Expedir los actos administrativos que sean necesarios para tramitar, sustanciar y 

resolver las investigaciones y las demás actuaciones administrativas que se adelanten 

en ejercicio de las facultades de inspección, vigilancia y control a las actividades de 

anuncio, captación de recursos, enajenación y arrendamiento de vivienda. Estas 

facultades comprenden las de imponer sanciones, impartir órdenes, decretar medidas 

preventivas, resolver recursos, entre otras […]". 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° del Decreto Distrital 578 de 2011, que 

modificó el artículo 20 del Decreto Distrital 121 de 2008, la Subsecretaría de Inspección, 

Vigilancia y Control de Vivienda ejerce las siguientes funciones: 
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“[…] i. Emitir los actos administrativos para resolver los recursos de la vía 

gubernativa que se interpongan en contra de los actos administrativos emanados de 

las direcciones que dependan de esta Subsecretaría  

 

n. Notificar los actos administrativos expedidos por la Subsecretaria de Inspección, 

Vigilancia y Control de Vivienda, así como los proferidos por las Subdirecciones de 

Prevención y Seguimiento, y de Investigaciones y Control de Vivienda, en el marco de 

sus competencias y expedir copias auténticas de los documentos que reposen en sus 

archivos […]”. 

 

Conforme a las normas antes referenciadas, es claro que la Subsecretaría de Inspección, 

Vigilancia y Control de Vivienda tiene plenas facultades para determinar la responsabilidad 

a cargo del matriculado como enajenador de inmuebles destinados a vivienda, de las 

conductas infractoras del régimen aplicable al ejercicio de esta actividad y, en 

consecuencia, a determinar la imposición de sanciones y a impartir las órdenes necesarias 

para evitar que dichas situaciones se sigan presentando. 

3. Consideraciones de la Secretaría Distrital del Hábitat respecto de los conceptos de 

violación expuestos por el demandante – Excepciones de mérito. 

3.1. Respecto al cargo “vulneración al derecho de defensa y contradicción”. 

 

Solicitamos al juzgado desestimar los argumentos del cargo en mención, teniendo en cuenta 

las siguientes consideraciones:  

 

El artículo 69 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 

“Artículo 69. Notificación por aviso. Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo 

de los cinco (5) días del envío de la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá 

a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o 

puedan obtenerse del registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto 

administrativo. El aviso deberá indicar la fecha y la del acto que se notifica, la autoridad 

que lo expidió, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben 

interponerse, los plazos respectivos y la advertencia de que la notificación se considerará 

surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino. 

 

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia íntegra del 

acto administrativo, se publicará en la página electrónica y en todo caso en un lugar de 

acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días, con la 

advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al retiro 

del aviso. 

 

En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la fecha en 

que por este medio quedará surtida la notificación personal.” 

 

Del texto del artículo 69 de la Ley 1437 de 2011 se advierten dos situaciones reguladas por 

la norma, así: i) La notificación por aviso: Cuando figure en el expediente una dirección, 

número de fax o correo electrónico, o se puedan obtener en el registro mercantil, caso en el 
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cual se debe remitir el aviso con la copia del acto administrativo a uno de los anteriores 

destinos. ii) La publicación del aviso: Cuando se desconozca la información sobre el 

destinatario, caso en el cual se publicará la copia íntegra del acto administrativo en la 

página electrónica de la entidad y en un lugar del acceso al público de la misma.   

 

Ahora, es claro que si bien el legislador no puede prever todas y cada una de las múltiples e 

innumerables situaciones que en la práctica se pueden presentar en materia de 

notificaciones y que impiden surtir con éxito la remisión del aviso junto con el acto 

administrativo, lo que si se observa con claridad es que el sentido de la expresión contenida 

en el artículo 69 ibídem: “Cuando se desconozca la información sobre el destinatario”, 

resulta omnicomprensiva de todos aquellos eventos en los cuales la administración no logra 

surtir la notificación por aviso, ya sea porque los datos que se tienen del interesado están 

incompletos, o no permiten la entrega del aviso y del acto administrativo, o resultan de 

imposible acceso.  

 

Cuando se presente alguna de tales situaciones corresponde a la administración acudir al 

último mecanismo previsto en la ley para llevar a cabo la notificación por aviso mediante la 

publicación del mismo junto con el acto administrativo por el término de cinco (5) días en 

la página web de la entidad y en un lugar de acceso al público. Lo anterior, dado que no fue 

posible lograr la notificación personal del acto administrativo, ni la remisión del aviso junto 

con el acto administrativo a un destino, porque la falta de información o alguna 

circunstancia diferente, como las anotadas, lo impidieron. Es de anotar que esta previsión 

legal es garantista del debido proceso y los derechos de los administrados dado que exige 

que en forma previa se hayan agotado los procedimientos allí señalados para surtir la 

notificación personal y por remisión o envío del aviso antes de ordenar acudir en última 

instancia a la notificación mediante la publicación en la página web y en un lugar público 

de la entidad para que el interesado tenga conocimiento de la decisión. Por lo tanto, es el 

último instrumento con que cuenta la administración para llevar a cabo la notificación del 

acto a fin de no impedir el ejercicio de las funciones administrativas. 

 

En ese sentido, es preciso señalar que el día 26 de mayo de 2011, el señor Víctor Hugo 

Vargas Estupiñán solicitó registro de enajenador ante la Secretaría Distrital del Hábitat. El 

cual le fue otorgado el día 31 de mayo de 2011, mediante el registro  de enajenador n.º 

2011100. 

 

El día 22 de enero de 2016, la Subdirectora de Prevención y Seguimiento de la 

Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda de la Secretaría Distrital del 

Hábitat emitió constancia en donde se establecía que el señor Víctor Hugo Vargas 

Estupiñán, quien ostenta el registro de enajenador n.º 2011100, el día 16 de octubre de 

2015, mediante radicado n.º 1-2015—66697 presentó el balance financiero con corte a 31 

de diciembre de 2014, es decir, de manera extemporánea.  

 

Mediante auto n.º 3347 del 22 de noviembre de 2016, se decidió abrir investigación 

administrativa en contra del señor Víctor Hugo Vargas Estupiñan por la presentación 

extemporánea o no presentación de los balances financieros con corte a 31 de diciembre del 

año 2014.  
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Mediante radicado n.º 2-2016-88929, se envió citación para la notificación personal del 

auto n.º 3347 del 22 de noviembre de 2016, la mencionada citación fue devuelta por la 

empresa de correspondencia. 

 

En cumplimiento de lo previsto en el inciso 2º del artículo 69º de la Ley 1437 de 2011, 

trascurrido cinco (5) días posteriores al envío de la citación de notificación personal 

(radicado n.º 2-2016-8929), la cual fue devuelta mediante guía número 7022266920 de la 

empresa de M/C Mensajería, se procedió a realizar la notificación por aviso, el cual estuvo 

publicado en un lugar visible en la Subdirección de Investigaciones y Control de Vivienda, 

ubicado en la carrera 13 n.º 52 -25- Mezzanine y en la página web de la Secretaría Distrital 

del Hábitat, los cuales estuvieron publicados desde el 02 de junio de 2017 hasta el 08 de 

junio de 2017. En consecuencia, la notificación del auto de apertura se consideró surtida al 

finalizar el día 09 de junio de 2017.  

 

El Consejo de Estado – Sala de Contencioso Administrativo  – Sección Primera, en 

sentencia del 19 de febrero de 2015, radicado n.º 25000-23-41-000-2013-01801-01, 

Consejera ponente, María Elizabeth García González, al analizar las diferentes formas de 

notificación previstas en la Ley 1437 de 2011 determinó que, en virtud del principio de 

publicidad, señalado en los artículos 209 de la Constitución Política y 3º de la Ley 1437 de 

2011, la Administración da a conocer sus decisiones, mediante comunicaciones, 

notificaciones o publicaciones, con la finalidad de garantizar el derecho al debido proceso, 

en especial, el derecho a la defensa y a presentar los recursos establecidos por la ley. Este 

requisito de publicidad es un presupuesto de eficacia u oponibilidad, frente a terceros, como 

lo ha explicado la jurisprudencia, más no de validez; es decir, el acto nace a la vida jurídica 

desde su expedición, pero su fuerza vinculante comienza a partir del momento en que se ha 

producido su notificación o publicación. 

 

En síntesis, durante la actuación administrativa, la notificación puede surtirse de diversas 

maneras, de modo que una vez agotadas las posibilidades de notificar personalmente a los 

interesados, bien puede la Administración, con respaldo en la legislación, optar por 

comunicar las decisiones o actuaciones administrativas, a través de mecanismos 

subsidiarios que garantizan los principios de publicidad y debido proceso. Por lo anterior, 

se concluye que la Secretaría Distrital del Hábitat, en concordancia con el procedimiento 

administrativo previsto en la ley, agotó las diferentes formas de notificación; por lo tanto, 

garantizó los principios de publicidad y debido proceso.  

 

En atención a que (i) la Secretaría Distrital del Hábitat realizó el procedimiento previsto en 

la Ley 1437 de 2011 respecto al trámite de notificación del auto de apertura de la 

investigación administrativa, solicito a su Despacho desestimar el concepto de violación 

propuesto por el demandante, respecto a la vulneración al derecho de defensa y 

contradicción y en su lugar negar las pretensiones de la demanda. 

3.2. Respecto al cargo “Falsa motivación”. 

 

Manifiesta la parte demandante que: 

 

“[…]  la entidad no tuvo la capacidad de verificar Cuántos inmuebles tiene o tuvo mi poderdante 

Cuántos contratos de arrendamiento tiene obtuvo mi poderdante de haberse tomado el mínimo 

esfuerzo seguramente la decisión hubiese sido otra porque en uno u otro caso, no ha cantado con el 
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mínimo permitido para hacer enajenador de vivienda urbana como para que lo apremian 

automáticamente con una obligación que no tiene la calidad de soportar (sic)”.  

 

En síntesis, argumenta la presunta falsa motivación de los actos administrativos, en que el 

señor Víctor Hugo Vargas Estupiñan no ostenta la calidad de enajenador, por cuanto no se 

reúnen los requisitos establecidos en la ley. Al respecto, es necesario realizar las siguientes 

precisiones: 

 

El artículo 1º de la Ley 66 de 1968, modificado por el artículo 1º del Decreto Nacional 

2610 de 1979, establece:  

 

“ARTICULO 1º. El Artículo 1o. de la Ley 66 de 1968 quedara así: 

 

El Gobierno Nacional, a través del Superintendente Bancario ejercerá la inspección y 

vigilancia de las actividades relacionadas con la enajenación de inmuebles destinados a 

vivienda y sobre el otorgamiento de créditos para la adquisición de lotes o viviendas o 

para la construcción de las mismas”. 

 

Por su parte, el artículo 3º de la Ley 66 de 1968, modificado por el artículo 3º del Decreto 

Nacional 2610 de 1979, establece:  

 

“ARTICULO 3o. El artículo 3o. de la Ley 66 de 1968 quedara así: 

Para desarrollar cualquiera de las actividades de que trata el Artículo lo. de este Decreto, 

los interesados deberán registrarse ante el Superintendente Bancario. El registro anterior se 

hará por una sola vez y se entenderá vigente hasta que el interesado solicite su cancelación o 

el Superintendente Bancario estime pertinente la procedencia de la cancelación por 
incumplir el vigilado las obligaciones derivadas de este Decreto. 

Para obtener el registro de que trata el presente Artículo, el interesado deberá presentar 

ante el Superintendente Bancario la respectiva solicitud a la cual acompañará una 

declaración jurada donde conste su nombre y apellidos completos, nacionalidad, domicilio y 

dirección precisa. Las personas jurídicas, acompañarán además las pruebas 
correspondientes de su existencia y representación legal […]”. 

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, es necesario tener en cuenta que, el día 

26 de mayo de 2011, el señor Víctor Hugo Vargas Estupiñán solicitó registro de enajenador 

ante la Secretaría Distrital del Hábitat. El cual le fue otorgado el día 31 de mayo de 2011, 

mediante el registro de enajenador n.º 2011100; por lo tanto, desde aquel momento adquirió 

el registro de enajenador y consecuentemente, las obligaciones que se derivan del registro. 

 

En este sentido y pese a la carencia argumentativa del cargo de violación referente a la falsa 

motivación de los actos administrativos demandados, lo cierto es que la investigación 

administrativa que cursó en contra del demandante no tenía como fin establecer la calidad 

de enajenador (pues ella se adquirió con la solicitud hecha por el señor Víctor Hugo), sino 

de la infracción normativa en la que incurrió ante la presentación extemporánea de los 

balances financieros.  
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Por lo anterior, solicito a su despacho desestimar el concepto de violación propuesto por el 

demandante respecto a la falsa motivación, y en su lugar negar las pretensiones de la 

demanda. 

3.3. Respecto al cargo “Desconocimiento de las leyes para ejercer la inspección, 

vigilancia y control de los enajenadores de vivienda” 

 

Respecto al cargo propuesto por la parte demandante, la Secretaría Distrital del Hábitat se 

mantendrá en lo manifestado en el numeral 3.2., en lo que concierne al registro de 

enajenador que solicitó el demandante en el año 2011. Ahora bien, se aclara a su Despacho 

que en este cargo el demandante está confundiendo dos figuras jurídicas diferentes: el 

registro de enajenador y la matrícula de arrendador. 

 

El registro de enajenador se hace exigible por parte de la entidad territorial correspondiente, 

cuando una persona natural o jurídica ejerce las actividades señaladas en el artículo 2º de la 

Ley 66 de 1968, modificado por el Decreto 2610 de 1979, que a saber son: 

 

“ARTICULO 2o. El Artículo 2o. de la Ley 66 de 1968 quedara así: 

 

Entiéndase por actividad de enajenación de inmuebles: 

 

1º. La transferencia del dominio a título oneroso de las unidades resultantes de toda la 

división material de predios. 

2º. La transferencia del dominio a título oneroso de las unidades resultantes de la 

adecuación de terrenos para la construcción de viviendas. 

3º. La transferencia del dominio a título oneroso de las unidades resultantes de la 

edificación o construcción de viviendas en unidades independientes o por el sistema de 

propiedad horizontal. 

4º. La transferencia del dominio a título oneroso de viviendas en unidades independientes o 

sometidas al régimen de propiedad horizontal. 

5º. La celebración de promesas de venta, el recibo de anticipos de dinero o cualquier otro 

sistema que implique recepción de los mismos, con la finalidad de transferir el dominio de 

inmuebles destinados a vivienda. 

 

PARAGRAFO. La actividad de enajenación de inmuebles a que se refiere el presente 

artículo se entiende desarrollada cuando las unidades habitacionales proyectadas o 

autorizadas por las autoridades metropolitanas, distritales o municipales, sean cinco (5) o 

más.” 

 

Así, el artículo 28 de la Ley 820 de 2003, establece que la matrícula de arrendador le es 

exigible a toda persona natural o jurídica, entre cuyas actividades principales esté la de 

arrendar bienes raíces, destinados a vivienda urbana, de su propiedad o de la de terceros, o 

labores de intermediación comercial entre arrendadores y arrendatarios. 

 

Por lo anterior, el cargo propuesto por el demandante no está llamado a prosperar, pues las 

normas que cita en el acápite del concepto de violación no fueron ni son las aplicables al 
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proceso administrativo, por medio del cual se sanciona a las personas naturales o jurídicas 

que cuentan con el registro de enajenador ante la no presentación o la presentación 

extemporánea de los estados financieros de que trata el parágrafo del artículo 3º de la Ley 

66 de 1968, modificado por el artículo 3º del Decreto 2610 de 1979.  

 

En ese orden de ideas, solicito a su Despacho desestimar el concepto de violación 

propuesto por el demandante respecto al: “desconocimiento de las leyes para ejercer la 

inspección, vigilancia y control de los enajenadores de vivienda”, y en su lugar negar las 

pretensiones de la demanda. 

3.4. Respecto al cargo “Inexistencia de la obligación a cargo del señor Víctor Hugo 

Vargas Estupiñan”. 

 

Teniendo en cuenta que el demandante no desarrolla mayor argumentación en este cargo, se 

realizará la siguiente aclaración. El parágrafo del artículo 3º de la Ley 66 de 1968, 

modificado por el artículo 3º del Decreto Nacional 2610 de 1979, establece: 
 

“[…] Parágrafo 1º.- Todo aquel que haya solicitado y obtenido su registro ante la 

Superintendencia Bancaria está en la obligación de remitir en las fechas que señale el 

Superintendente Bancario el balance cortado a diciembre 31 del año anterior, en los 

formularios oficiales que para el efecto suministre la Superintendencia Bancaria. La no 

presentación oportuna del balance será sancionada por el Superintendente Bancario con 

multas de mil pesos ($1.000,oo) Moneda corriente por cada día de retardo a favor del 

Tesoro Nacional.”  

 

 Así, el artículo 9º de la Resolución  879 de 20131 (vigente para el momento de los hechos), 

establecen las obligaciones para lo enajenadores: 
 

“ARTÍCULO 9.- Obligaciones del registrado. La persona inscrita en el registro 

tendrá las siguientes obligaciones: 
 

[…]  

 

b) Entregar anualmente, a más tardar el primer día hábil del mes de mayo, el 

balance general con los estado de resultados del año inmediatamente anterior junto 

con sus respectivas notas a los estados financieros, firmado por el representante 

legal o por el contador público que lo hubiere preparado y por el revisor fiscal, si lo 

hubiere […]”.  

 
De esta forma, las citadas normativas, establecen claramente la obligación de remitir los 

balances financieros con corte al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior; es decir, 

que se trata de una obligación de carácter general y por ello debe cumplirse en las fechas 

que señale el superintendente bancario función que actualmente se encuentra asignada a la 

Secretaría Distrital del Hábitat, para el caso del Distrito Capital de Bogotá. 

 

                                                           
1 Por medio de la cual se regulan algunos trámites que se adelantan ante la Secretaría Distrital del Hábitat – 

Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda-, y se dictan otras disposiciones. 
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En ese sentido se concluye que, la parte demandante contaba con un registro de enajenador 

vigente; por ello, le eran exigibles las obligaciones contenidas en las normas antes 

referenciadas. 

 

Así las cosas, se solicita a su Despacho desestimar el concepto de violación propuesto por 

el demandante respecto a la “inexistencia de la obligación a cargo del señor Víctor Hugo 

Vargas Estupiñan” y negar las pretensiones de la demanda, pues como quedó probado 

tanto en la actuación administrativa como en el presente escenario era sujeto de inspección, 

vigilancia y control e incumplió las obligaciones propias del registro de enajenador por él 

solicitado. 

3.5. Respecto a los cargos “violación de las normas en las que debería fundarse” y 

“desviación del poder” 

 

El artículo 137 de la Ley 1437 de 2011, establece que en el medio de control de nulidad 

procede cuando:  

 

“Artículo 137. Nulidad. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 

representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 

general. 

 

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 

deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento 

del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de 

las atribuciones propias de quien los profirió.” 

 

Por su parte, el artículo 162 de la citada disposición establece como uno de los requisitos de 

la demanda: 

 

“[…] 4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la 

impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y 

explicarse el concepto de su violación […]”.  

 

Como se evidencia en el escrito de la demanda, el demandante, en los cargos denominados 

como “violación de las normas en las que debería fundarse” y “desviación del poder”, se 

limita a enlistar varias disposiciones normativas y a traer a colación los argumentos 

expuestos en otro cargos; no obstante, no desarrolla el concepto de la violación de cada una 

de las normas a las que allí hace referencia. 

 

En sentencia proferida por el Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo  

Sección Primera, Consejero Ponente: Guillermo Vargas Yala dentro del radicado n.º 25000-

23-24-000-2010-00260-01, se consideró: 

 

“[…] No puede esta Corporación perder de vista que la Justicia Administrativa es rogada, 

que los actos administrativos que se acusan ante ella se presumen ajustados a la 
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Constitución y a la Ley, y que la primera de las cargas que asume quien acude a ella en sede 

de anulación de un acto administrativo es la de exponer de manera clara, adecuada y 

suficiente las razones por las cuales estima que la decisión demandada incurre en el cargo 

señalado […]”. 

 

“[…] Se trata, como explicó la Corte Constitucional en la sentencia C-197 de 1999, de una 

carga mínima razonable y proporcionada, que busca regular y racionalizar el ejercicio del 

derecho de acceso a la administración de justicia, hacerlo compatible con el deber 

constitucional de colaborar con el buen funcionamiento del aparato judicial (artículo 95.7 de 

la Constitución) y garantizar el derecho de defensa de la Administración Pública. Según lo 

expresado por la Corte Constitucional en la precitada sentencia: 

 

“La naturaleza y características propias del acto administrativo, que se han puesto de 

presente anteriormente, justifican plenamente que el legislador, dentro de la libertad de 

configuración de las normas procesales que regulan el ejercicio de las acciones 

contencioso administrativas, haya dispuesto que cuando se impugna un acto 

administrativo deban citarse las normas violadas y explicarse el concepto de la violación. 

En efecto:  

 

Si el acto administrativo, como expresión de voluntad de la administración que 

produce efectos jurídicos se presume legal y es ejecutivo y ejecutorio, le 

corresponde a quien alega su carencia de legitimidad, motivada por la 

incompetencia del órgano que lo expidió, la existencia de un vicio de forma, la 

falsa motivación, la desviación de poder, la violación de la regla de derecho o el 

desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa, la carga procesal de 

cumplir con las exigencias que prevé la norma acusada.  

 

Carece de toda racionalidad que presumiéndose la legalidad del acto tenga el juez 

administrativo que buscar oficiosamente las posibles causas de nulidad de los actos 

administrativos, más aún cuando dicha búsqueda no sólo dispendiosa sino en extremo difícil 

y a veces imposible de concretar, frente al sinnúmero de disposiciones normativas que 

regulan la actividad de la administración. Por lo tanto, no resulta irrazonable, 

desproporcionado ni innecesario que el legislador haya impuesto al demandante la 

mencionada obligación, la cual contribuye además a la racional, eficiente y eficaz 

administración de justicia, si se tiene en cuenta que el contorno de la decisión del juez 

administrativo aparece enmarcado dentro de la delimitación de la problemática jurídica a 

considerar en la sentencia, mediante la determinación de las normas violadas y el concepto 

de la violación”. 

 

En este sentido, el desarrollo del cargo de violación se trata, pues, de un asunto que aunque 

posee un sentido formal, tiene una innegable dimensión material, pues “el requisito en 

estudio se dirige a permitirle a las partes del proceso ejercer plenamente sus derechos y al 

juez a cumplir fielmente su labor2”. Esto, por cuanto de una adecuada definición del 

concepto de la violación depende que la parte demandada tenga certeza de cuáles son los 

motivos por los que se le lleva a juicio, condición indispensable para una defensa acorde 

con la garantía del artículo 29 de la Constitución, y que el juez adquiera una comprensión 

adecuada de la controversia, aspecto esencial para fijar el litigio dentro de los contornos 

señalados por las partes en sus pretensiones, excepciones y razones de defensa, conforme lo 

exige el debido proceso constitucionalmente impuesto. 

 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia de 1 de agosto de 

2013, Rad. No. 11001 03 24 000 2009 00034 00. C.P.: Guillermo Vargas Ayala. 
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Dado que en el sub examine es manifiesto, que la parte actora no cumplió con la carga de 

explicar de manera razonada (ni siquiera mínimamente) los motivos por los cuales en su 

consideración la resoluciones demandadas infringen las normas superiores invocadas, 

limitándose a su sola referencia, transcripciones y repetición de lo manifestado en otros 

cargos, es patente que se incumplió con el requisito establecido por las disposiciones 

establecidas en el numeral 4º del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

VI. Pruebas 

 

  

1. Expediente administrativo 3-2016-05456-488. 

VII. Anexos  

 

 

Documentos que acreditan la representación judicial: 

 

1. Poder especial. 

2. Decreto de nombramiento de la Secretaria Distrital del Hábitat. 

3. Acta de posesión de la Secretaria Distrital del Hábitat. 

VIII. Notificaciones 

 

En atención a lo establecido en el Decreto 806 de 2020 el correo electrónico registrado en 

el Registro Nacional de Abogados es: “sebastianparraraffan@outlook.com”.  

 

No obstante, según lo previsto en el artículo 1973 de la Ley 1437 de 2011, la Secretaría 

Distrital del Hábitat y el suscrito recibirán notificaciones en la Secretaría de su Despacho, o 

en la Carrera 52 No. 13 — 64 de Bogotá D.C. PBX: 358 1600 

“notificacionesjudiciales@habitatbogota.gov.co” 

 

 

 

De Usted atentamente, 

 

 
 

                                                           
3 Artículo 197. Dirección electrónica para efectos de notificaciones. Las entidades públicas de todos los 

niveles, las privadas que cumplan funciones públicas y el Ministerio Público que actúe ante esta jurisdicción, 

deben tener un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones judiciales. 

Para los efectos de este Código se entenderán como personales las notificaciones surtidas a través del buzón 

de correo electrónico. 

mailto:sebastianparraraffan@outlook.com
mailto:notificacionesjudiciales@habitatbogota.gov.co


 
                   
 
 

 
 

Bogotá, julio de 2020 
 
Señores 
JUEZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
Att. Mayfren Padilla Téllez 
E. S. D. 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO.  
REFERENCIA:   110013334006-2019-00256-00. 
DEMANDANTE:   VICTOR HUGO VARGAS ESTUPIÑAN. 
DEMANDADO: ALCALDIA MAYOR DE BOGOTÁ – SECRETARIA 

DISTRITAL DEL HÁBITAT. 
 

OTORAMIENTO DE PODER ESPECIAL 
 
NADYA MILENA RANGEL RADA identificada con cédula de ciudadanía n.° 52.704.948 
en mi calidad de Secretaria Distrital del Hábitat, Código 020, Grado 009, nombrada mediante 
Decreto 001 del 01 de enero de 2020 ³SRU mediR del cXal Ve hacen XnRV nRmbUamienWRV´ y 
acta de posesión 001 del 01 de enero de 2020; en virtud de lo previsto en el Decreto Distrital 
212 de 2018 ³PRU mediR del cXal Ve eVWablecen diVSRViciRneV SaUa el ejeUciciR de la 
representación judicial y extrajudicial de las Entidades del Nivel Central de Bogotá D.C., se 
efecW~an XnaV delegaciRneV \ Ve dicWan diVSRViciRneV´, lo cual acredito con los documentos 
pertinentes; por medio del presente escrito, manifiesto muy respetuosamente que confiero 
poder especial, amplio y suficiente al abogado JUAN SEBASTIÁN PARRA RAFFÁN 
identificado con cedula de ciudadanía n.° 1.026.287.609 de Bogotá y portador de la tarjeta 
profesional n.° 289.261 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura para que represente 
a la Secretaría Distrital del Hábitat dentro del trámite de la referencia.  
 
El apoderado queda facultado para para notificarse, contestar la demanda, oponerse a las 
medidas cautelares, interponer recursos, presentar alegatos de conclusión, asistir a 
diligencias, solicitar copias, conciliar, transigir conforme a las instrucciones del Comité 
Técnico de Conciliación, sustituir, reasumir, renunciar y las demás facultades propias de los 
mandatarios de conformidad con lo establecido en el artículo 75 del Código General del 
Proceso, con el objeto de dar cabal cumplimiento al mandato aquí conferido.  
 
Sírvase señor Juez, reconocerle personería para actuar como apoderado de la Secretaría 
Distrital del Hábitat, en los términos y para los efectos del presente poder.  
 
 
De Usted atentamente, 
 
 
 
NADYA MILENA RANGEL RADA                  JUAN SEBASTIÁN PARRA RAFFÁN 
C.C. No. 52.704.948 de Bogotá D.C.                     C.C. 1.026.287.609 de Bogotá 
Secretaria de Despacho             T.P. 289.261 
 
Revisó: Sandra Yaneth Tibamosca Villamarín ± Subsecretaria Jurídica.  
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ALCALDÍA MAYOR 
DE BOGOTÁ, D.C. 

DECRETO No. 0 0 1 DE 

( Ql ENE 2020) 

"Por medio del cual se hacen unos nombramientos" 

LA ALCALDESA MAYOR DE BOGOTÁ, D.C. 

En ejercicio de sus facultades legales, en especial las conferidas por el artículo 38 del Decreto Ley 1421 
de 1993, el Decreto Nacional 1083 de 2015, modificado y adicionado por el Decreto 648 de 2017, y 

DECRETA: 

Artículo 1°.- Nombrar a partir del 1 de enero de 2020, a las siguientes personas en los siguientes cargos: 

IDENTIFICACIÓN 
No. NOMBRE 

No. 
CARGO 

CAROLINA URRUTIA VÁSQUEZ 52,453.929 / 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

Secretaria Distrital de Ambiente 

2 XINIA ROCIO NAVARRO PRADA 52.381.984 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

Secretaria Distrital de Integración Social 

3 
EDNA CRISTINA DEL SOCORRO 

51.977.256 / 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

BONILLA SEBA Secretaria de Educación del Distrito 

4 MARGARITA BARRAQUER 39,776,077' 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

SOURDIS Secretaria General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C. 

5 ALEJANDRO GÓMEZ LÓPEZ 71.626.618 
/ Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

Secretaria Distrital de Salud 

6 HUGO ACERO VELÁSQUEZ 19.447.795 	/ 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia 

Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 
7 FELIPE EDGARDO JIMÉNEZ ÁNGEL 80.199.243 / Secretaria Privada del Despacho del Alcalde Mayor de 

Bogotá, D.C. 

8 LUTS ERNESTO GÓMEZ LONDOÑO 80.182.005 / 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

Secretaria Distrital de Gobierno 

9 DOBA ALVARADO 51.994.622 / 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

Secretaria Distrital de Planeación 

lO AEANARANGEL N 	RADA 52.704,948 ¡ 
Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

Secretaria Distrital del Hábitat 
/ 

tar•rerat No. 10-85 
'ÇódIgo Postal:  111711 
tel.: 3813000 
wwwbogota4ov.eo 
Info: Línea 195 

2310460-FT-078 Versión 02 
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ALCALDÍA MAYOR 
DE BOGOTÁ, D.C. 

Continuación del Decreto N°. 	0 0 1 	DE 0 1 ENE 2020 	Pág. 2 de 2 

"Por medio del cual se hacen unos nombramientos" 

No. NOMBRE IDENTIFICACIÓN 
CARGO No. 

11 JUAN MAURICIO RAMÍREZ 
79288.216 / Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

CORTES Secretaria Distrital de Hacienda 

12 S  DIANA RODRÍGUEZ FRANCO 52.716.626 / Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 
Secretaría Distrital de la Mujer 

WILLIAM LIBARDO MENDIETA Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 
13 

MONTEALEGRE 79.964.172 	, Secretaría Jurídica Distrital de la Alcaldía Mayor de Bogotá, 
D.C. 

14 NICOLAS FRANCISCO MONTERO 
79.412,112 	/ Secretario de Despacho Código 020 Grado 09 de la 

DOMíNGUEZ , Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte 

Artículo 2°.- Notificar a las personas relacionadas en el artículo 10,  el contenido del presente Decreto a 
través de la Subdirección de Servicios Administrativos de la Secretaría General, de la Alcaldía Mayor de 
Bogotá, D.C. 

Artículo 3°.- Comunicar a las entidades relacionadas en el artículo 10,  el contenido del presente Decreto 
a través de la Subdirección de Servicios Administrativos de la Secretaría General, de la Alcaldía Mayor 
de Bogotá, D.C. 

Artículo 4°.- El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición. 

PUBLIQUESE, NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dado en Bogotá, D.C., a los 

01 ENE 2021 

CLAUDIA NAYIBE LÓPEZ HERNANDEZ 
Alcaldesa Mayor 

Proyect4ptalia 5tefan,a Walteros Rojas - Profesional Especializado Qp 
Rev,só 	is Esther Jaramillo Morato - Directora de TalentoMumano 

Çld,a del Pilar Romero Pardo - Asesora 
Pinedo - Jefe Oficina Asesora de Jurid 'ca (E) 
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ALCAU^MAy<m 
DE BOGOTA D.C.

ACTA DE POSESION No.

En Bogota D.C., al primer (1) dia del mes de enero del ano dos mil veinte (2020), comparecio la 

doctora NADYA MILENA RANGEL RADA^ con el objeto de tomar posesion del cargo de 

SECRETARIO DE DESPACHO CODIGO 020 GRADO 09 DE LA SECRETARIA DISTRITAL

DEL HABITAT^ para el cual fue nombrada mediante Decreto Nro.001 de fecha 1 de enero de 

2020, con caracter de Ordinario.

Para tal efecto presento los siguientes requisites:

- Cedula de Ciudadania Nro. 52.704.948 /

- Consulta de Antecedentes Judiciales de fecha: 27 de diciembre de 2019

- Certificado de Antecedentes Disciplinarios, Procuradurla General Nro. 138766007

- Certificado de Cumplimiento de Requisites con base en lo dispuesto con el Manual Especifico 

de Funciones y Competencias Laborales Vigente, el Decreto 367 de 2014 y los documentos 

requeridos para su posesion los cuales se encuentran vigentes a la fecha., expedido por: 

Ennis Esther Jaramillo Morato, Directora de Talento Humano de la Secretarla General de la

Alcaldia Mayor de Bogota, D.C.. de fecha 31 de diciembre de 2019.

Fecha de efectividad: 1 de enero de 2020

Verificado el cumplimiento de los requisitos de nombramiento y posesion se precede a dar 

posesion, previo el juramento de rigor bajo cuya gravedad la posesionada promote cumplir y 

defender la Constitucion y las Leyes y desempehar los deberes que el cargo le impone.

Proyect6: Johana Jaimes Dehoyes
Revis6:
Revis6:
Revis6:

LA ALCALDESA MAYOR

Q
ptalia Stefania Walteros Rojas 

Jnnis Esther Jaramillo Morato 
driana Margarita Urbina Pinedog^,^

LA POSESiONADA

CraSNo. 10-65 
C6digo postal 111711 
Tel: 381 3000 
www.bogota.gov.co 
Info: LInea 195

Alcaldia de Bogota
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